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POR ÁNGELES GONZÁLEZ ESCUDERO E
IGNACIO GUTIÉRREZ CASSILLAS

Concordancias:
Art. 111 de la CE.

I. ANTECEDENTES

Si clasificáramos los instrumentos de control atendiendo a su calibre podríamos 
distinguir entre instrumentos de alto calibre o extraordinarios (incluyendo entre 
ellos la moción de censura como el más potente) frente a instrumentos ordinarios 
o de calibre menor (entre los cuales figurarían las interpelaciones y las preguntas 
parlamentarias).

Por algún motivo, preguntas e interpelaciones han ido siempre emparejadas 
como instrumentos de «control ordinario»; así ha ocurrido en nuestro derecho par-
lamentario histórico, el cual es tributario en esta materia, como en tantas otras, de 
las influencias del parlamentarismo de Francia y del Reino Unido. Hasta tal punto 
ha sido así que, todavía a día de hoy, el artículo 111 de nuestra vigente Constitución 
regula conjuntamente las preguntas y las interpelaciones.

Sin perjuicio de lo anterior, nuestra práctica parlamentaria decimonónica acogió 
antes —probablemente por influencia francesa— la figura de la interpelación (que 
fue objeto de regulación en el artículo 117 del Reglamento de 1838)991, y tardó algún 
tiempo más en acoger la figura de las preguntas parlamentarias que, indudablemen-
te, tienen su origen en el Question Time británico992.

991  No obstante, puede encontrarse un precedente más remoto en el Reglamento para Go-
bierno Interior de las Cortes de 1813 (capítulo XII «Del modo de exigir la responsabilidad de los 
Secretarios de Despacho»). El artículo 118, que encabeza dicho capítulo, es bien significativo del 
derecho a interpelar, aunque no utilice tal palabra, al establecer que: «Siendo la responsabilidad 
de los Secretarios de Despacho a ellos dirigirán las reconvenciones que tengan a bien hacer los 
Diputados.»

992  Es segura la admiración que Inglaterra produjo siempre a los estudiosos del derecho cons-
titucional; sin embargo, la elaborada complejidad del sistema político británico —producto de una 
lenta sedimentación de prácticas constitucionales a lo largo de siglos— fue, probablemente, la cau-
sa de que no se supiera o no se quisiera acoplar sus instrumentos parlamentarios de control (uno 
de los cuales eran, de forma señalada, las preguntas). Son ilustrativas, a este respecto, las palabras 
de un joven Álvaro de Figueroa (futuro conde de Romanones) cuando afirmaba que: «aún hoy, por 
desgracia, en Europa, en todo lo que a reformas políticas se refiere, se toma como único modelo 
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Por primera vez se regulan las preguntas parlamentarias en el Reglamento de 
1847 y de ahí, sucesivamente, pasa a los reglamentos parlamentarios posteriores en 
los términos que se reproducen a continuación.

— Reglamento interior del Congreso de los Diputados de 4 de mayo de 1847.

Artículo 161. 1. Los Diputados pueden también dirigir preguntas al Gobierno sobre 
asuntos de interés público, a que aquél contestará si lo tuviere por conveniente, ya en 
el acto, ya aplazando la contestación.

— Reglamento interno de las Cortes Constituyentes de 1 de diciembre 
de 1854.

Art. 103. Las discusiones de la Constitución, de los presupuestos y de cualquier otro 
proyecto de ley, no podrán interrumpirse sin un acuerdo especial de las Cortes, sino en 
las sesiones de los lunes y viernes de cada semana en que podrán hacerse y discutirse 
las interpelaciones dirigidas al Gobierno y las que no sean de ley.

Esto no obsta para que en cualquier día puedan los Diputados dirigir a los Ministros 
las preguntas que tengan por conveniente, sobre las cuales, sean o no contestadas no 
habrá discusión.

— Reglamento del Congreso de los Diputados de 25 de junio de 1867.

Art. 145. Los Diputados pueden dirigir preguntas al Gobierno sobre asuntos de in-
terés público, presentándolas por escrito también. El Gobierno dirá dentro del tercer día 
si tiene o no inconveniente en contestarlas; no teniéndolo, señalará día para contestar.

Si de resultas de la pregunta el Diputado creyere que debe interpelar, seguirá la 
interpelación los trámites establecidos en los artículos que tratan de las interpelaciones.

Art. 146. Los Diputados podrán dirigir preguntas a la Mesa y a las Comisiones 
sobre el estado de los asuntos que pendan en las mismas. Las que se hagan a la Mesa 
deberán presentarse por escrito al Presidente, y éste tendrá derecho a contestar o no, 
según estime conveniente.

Las preguntas dirigidas a las Comisiones se harán verbalmente, antes de entrar 
en la orden del día. Contestará cualquiera de los individuos que la compongan, y no 
habrá sobre ellas debate alguno.

Las preguntas serán concretas, breves y precisas, sin permitirse sobre ellas comen-
tario de ningún género.

a la vieja Albión; aún hoy, como dijo Gneist, para nosotros es Inglaterra en el derecho Político lo 
que Roma fue para el Derecho Civil. No creáis al oírme estos razonamientos que no soy admirador 
de las instituciones inglesas, pero creo que puede admirarse una cosa sin necesidad de querer sea 
copiada [...] qué ejemplo más evidente de lo que sostenemos presenta Francia, que en el momento 
supremo para su vida política, en el momento en que rompiendo con el Antiguo Régimen iba a 
encarnarse en una nueva forma política [...] labró, quizá para largo tiempo su desdicha, creó el 
germen de sus repetidas revoluciones y continuos trastornos tomando sus nuevas instituciones de 
Inglaterra, inaugurando su era constitucional, dando en menos de diez años tres Constituciones 
[...] allí también, como en España, abundan tanto los reformadores de Constituciones, verdadera 
peste de la política comparables a las hierbas malas de los jardines» (FIGUEROA Y TORRES, A. El régi-
men parlamentario o los gobiernos de gabinete, Imprenta de M. Ginesta, 1886).
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— Reglamento interno de las Cortes Constituyentes de 5 de agosto de 1873.

Art. 122. Las preguntas e interpelaciones sólo podrán hacerse y explanarse los 
miércoles y sábados. Sin embargo, los Diputados que tengan que dirigir al Gobierno 
preguntas que, por la gravedad del asunto sobre que versen o por la urgencia con que 
deban formularse, no puedan ser aplazadas para esos días, las pondrán en conocimiento 
del Presidente para que proceda con arreglo al artículo 71.

Art. 123. Si de resultas de la contestación a la pregunta tuviere por conveniente 
el Diputado hacer alguna interpelación, seguirá ésta los trámites determinados en el 
artículo 126.

Art. 124. Los Diputados podrán dirigir preguntas a la Mesa y a las Comisiones 
sobre el estado de los asuntos sometidos a su examen.

Art. 125. Las preguntas serán concretas, breves y precisas, sin permitirse sobre ellas 
comentario de ningún género.

— Reglamento del Congreso de los Diputados de 4 de mayo de 1847.

Art. 168. 1. Los Diputados pueden también dirigir preguntas al Gobierno sobre 
asuntos de interés público, a que aquél contestará si lo tuviere por conveniente, ya en 
el acto, ya aplazando la contestación.

Si de resultas de la contestación a la pregunta tuviere por conveniente el Diputado 
hacer alguna interpelación, seguirá ésta los trámites determinados en los artículos 
anteriores.

Art. 169. En igual forma podrán los Diputados dirigir preguntas a la Mesa y a las 
Comisiones sobre el estado de los asuntos que pendan en las mismas.

— Reglamento del Congreso de los Diputados de 24 de mayo de 1918.

Art. 171. Los Diputados pueden también dirigir preguntas al Gobierno sobre asun-
tos de interés público, a que aquél contestará si lo tuviere por conveniente, ya en el 
acto, ya aplazando la contestación.

Si de resultas de la contestación a la pregunta tuviere por conveniente el Diputado hacer 
alguna interpelación, seguirá ésta los trámites determinados en los artículos anteriores.

Art. 172. En igual forma podrán los Diputados dirigir preguntas a la Mesa y a las 
Comisiones sobre el estado de los asuntos que pendan de las mismas.

— Reglamento del Congreso de los Diputados de 29 de noviembre de 1934.

Art. 95. 1. Los Diputados podrán dirigir a la mesa o al Gobierno ruegos y preguntas 
en la parte de la sesión destinada al efecto. No podrá prolongarse más de quince minutos 
cada una de estas intervenciones ni rectificar con motivo de ellas por tiempo superior 
a cinco minutos, y una sola vez.

2. Cuando el ruego o la pregunta se formule por escrito, se insertará en el Diario 
de Sesiones, a menos que el Presidente lo considere inconveniente.

3. El Gobierno podrá negarse a dar respuesta cuando así lo exijan razones de 
interés nacional. Asimismo podrá tomarse un plazo prudencial para responder si no 
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le hubiere anunciado previamente el ruego o la pregunta, o se tratare de materia que 
requiera consulta de antecedentes.

4. Las contestaciones del Gobierno podrán ser en forma oral o escrita. En este 
último caso, se insertarán siempre en el Diario de Sesiones.

5. Cuando la marcha de los debates o la urgencia de un asunto en tramitación 
lo aconseje, la Cámara, a propuesta del Presidente, podrá suprimir por determinado 
número de sesiones la hora destinada a ruegos y preguntas orales.

— Reglamentos de las Cortes Españolas de 26 de diciembre de 1957 y de 
22 de julio de 1967.

Art. 76. 1. Los ruegos y preguntas se anunciarán por escrito y se entregarán al 
Presidente de las Cortes, y su texto expresará concisamente el objeto de los mismos. 
El Presidente remitirá a la Presidencia del Gobierno las preguntas o ruegos, para su 
traslado al ministro correspondiente.

2. La contestación se hará también por escrito, en el plazo máximo de treinta días 
contados desde la fecha de su presentación en las Cortes. Tanto el texto de las preguntas 
como el de las respuestas se publicarán en el Boletín Oficial de las Cortes, salvo aquéllas 
que, a juicio del Gobierno o del Presidente de las Cortes, oída la Comisión Permanente, 
tengan carácter reservado.

3. En el caso de que los ruegos y preguntas fueran contestados verbalmente, se 
hará constar por el Secretario el contenido de la respuesta en el acta de la sesión y en 
la referencia para la Prensa.

— Reglamento de las Cortes Españolas de 15 de noviembre de 1971.

Art. 110. [A los efectos de este Reglamento, se entenderá que:] 3. Pregunta es 
la solicitud hecha por un Procurador de que el Gobierno o alguno de sus miembros 
informe sobre alguna cuestión o materia propia de su competencia.

Art. 112. No podrán ser admitidos a trámite los ruegos y preguntas en que se puedan 
apreciar intereses privados del Procurador que los formule, ni los que sean sustancial-
mente reproducción de otros presentados durante el mismo periodo de sesiones. En 
ambos supuestos se comunicarán al procurador las razones de la no admisión.

Art. 113. Las preguntas que se refieran exclusivamente a petición de datos es-
tadísticos o de documentos, a los fines y competencia de los distintos organismos 
administrativos o a la situación de algún expediente, podrán ser tramitados como 
solicitud de información sin publicarlas en el Boletín Oficial de las Cortes.

Art. 114. No podrán ser objeto de interpelación, ruego o pregunta los asuntos que 
estén sometidos o pertenezcan a la jurisdicción de los Tribunales.

Art. 119. 1. Los ruegos y preguntas se formularán por escrito, se presentarán al 
Presidente de las Cortes y su texto expresará concisamente el objeto de los mismos. El 
Presidente remitirá a la Presidencia del Gobierno las preguntas o ruegos que se formulen 
con arreglo a la cortesía parlamentaria.

2. El texto del ruego o pregunta se hará también por escrito en el plazo máximo 
de treinta días, contados desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial de las 
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Cortes, salvo aquellos que, a juicio del Presidente, oída la Comisión Permanente, tengan 
carácter reservado.

Art. 120. La contestación se hará también por escrito en el plazo máximo de treinta 
días, contados desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes y se 
insertará, precedida del texto del ruego o pregunta, en el primer número del mismo, 
excepto las que tengan carácter reservado.

— Reglamento Provisional del Congreso de los Diputados de 13 de Oc-
tubre de 1977.

Art. 128. 1. Los Diputados podrán presentar al Presidente del Congreso preguntas 
formuladas al Gobierno o cada uno de sus miembros.

2. La pregunta consiste en la simple cuestión planteada por escrito, de si un hecho 
es cierto, si alguna información ha llegado al Gobierno, o si es exacta, si el Gobierno va 
a comunicar al Congreso documentos o noticias, o si ha tomado o va a tomar alguna 
providencia sobre un tema.

3. En lo no previsto en los artículos siguientes, se aplican las normas de los tres 
artículos precedentes sobre interpelaciones.

Artículo 129. Un día a la semana, siempre que el Pleno esté reunido, será dedicado 
al desarrollo de preguntas, a menos que el orden del día no este enteramente reservado 
a otros temas. Transcurrido dicho tiempo, el Presidente remite las interpelaciones y 
preguntas no desarrolladas a la sesión siguiente.

Art. 130. El Gobierno puede declarar que no puede contestar, indicando el motivo. 
Si de clara que debe aplazar la respuesta, debe precisar en qué día, dentro del plazo de 
un mes, está dispuesto a responder. Si el autor de la pregunta no está presente cuando 
el Gobierno se disponga a responder, se entiende que ha renunciado a la pregunta.

II. EXÉGESIS DEL PRECEPTO

Uno de los instrumentos característicos de la forma de gobierno parlamentaria 
está constituido por el sistema de preguntas al Ejecutivo, sistema de cuyo inteligente 
uso por la oposición depende, en buena medida, que el desarrollo de los cuatro años 
de legislatura sea insoportablemente aburrido, plomizo y predecible, o que, por el 
contrario, devenga en un desarrollo vivo, ágil y con posibilidad de sorpresa; y es 
que —aunque la configuración de la democracia moderna como una «democracia 
de partidos» suele determinar que el Gobierno que cuente con un apoyo mayoritario 
en el Congreso tiene casi asegurada su vida hasta las siguientes elecciones — una 
oposición que quiera merecer ese nombre no permitirá que el Gobierno se sienta 
irresponsable, sino que asediará a su presidente y a sus ministros enfrentándoles 
cada semana contra una maciza batería de preguntas que representen una prueba 
incesante y un examen cotidiano cuyo propósito no es otro que demostrar los errores 
cometidos por el Ejecutivo y convencer al oyente de que el grupo al que pertenece el 
diputado preguntante hubiera sabido hacerlo mejor. Este, y no otro, es el mensaje 
que subyace bajo toda pregunta parlamentaria: «ustedes no han sabido hacerlo bien, 
nosotros podríamos hacerlo mejor que ustedes». Sin eso, carecen de sentido las pre-
guntas y todo el sistema parlamentario en su conjunto, el cual está dogmáticamente 
basado en la necesidad de demostrar que, en todo momento, existe un equipo político 
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a punto y capaz, que sabrá servir de alternativa a un equipo político agotado o inútil. 
Por consiguiente, el cometido o finalidad de las preguntas parlamentarias es doble:

— Por un lado, una finalidad «explícita o formal» de obtener información sobre 
una cuestión determinada.

—Por otro lado, una finalidad «implícita o real» de poner en tela de juicio la 
gestión que el Ejecutivo ha efectuado en un asunto concreto.

Ese carácter bifronte (explícito e implícito, formal y real) de las preguntas es 
un rasgo originario de estas pues, como ya señalaba Erskine May en su voluminoso 
tratado, las preguntas parlamentarias persiguen el doble objetivo de recabar infor-
mación del Gobierno y, a la vez, acosarle en un determinado campo993.

Ciertamente, las preguntas escritas participan más intensamente que las orales 
en el primero de ambos fines, en tanto que las preguntas orales suelen incidir más en 
someter a crítica la gestión del Gobierno; esto último, con una importante excepción 
que es la de las preguntas orales formuladas por diputados del grupo que apoya 
al Gobierno pues, en este caso, suele tratarse de preguntas promovidas desde el 
Ministerio correspondiente para promocionar el acierto de una determinada gestión 
o las bondades de una decisión concreta, muchas veces con un fin que no es otro que 
contrarrestar la erosión ocasionada por las preguntas de la oposición994.

Así pues, la regulación jurídica de las preguntas parlamentarias debe tener en 
cuenta que estas van más allá de ser un mero instrumento de información para 
convertirse, además, en un medio de presión y acoso al Gobierno; tal es el sentido 
que impregna la regulación jurídica de las preguntas.

Dicha regulación mantiene rasgos que, aun hoy, concuerdan perfectamente con 
los orígenes históricos de este instrumento parlamentario. La formación histórica de 
las preguntas pasó por varios hitos sucesivos que podrían resumirse en el siguiente 
esquema: 1.° quejas medievales —2.° preguntas orales— 3.° preguntas escritas— 4.° 
preguntas en comisión. En efecto, el primigenio instrumento parlamentario de presión y 
protesta fueron los cuadernos de quejas que, en los albores medievales de las asambleas 
parlamentarias, eran elevados al rey con motivo de la pretensión regia de recaudar nue-
vos tributos. De manera inherente a esas quejas se demandaba una respuesta regia que 
explicara o resolviese la causa de la reclamación planteada. Más allá de las asambleas 
parlamentarias, en toda reunión colegiada la tradición española conocerá la adición de 
un específico turno de «ruegos y preguntas» pero —debido al declive de los parlamentos 
continentales (cortes, dietas,...)— será en la Cámara de los Lores donde se concrete la 
primera pregunta parlamentaria que conocemos como tal995.

993  ERSKINE MAY, T., A Treatise upon the Law, Privileges, Proceedings and Usage of Parliament, 
London, 1844. Existe una versión en castellano, Tratado de Derecho, Privilegios, Procedimiento y 
Costumbres del Parlamento, editada por la Asamblea de Madrid, 2011.

994  Hace dos mil años en su Guerra de las Galias Julio César practicó esta suerte de «táctica de 
autobombo» rememorando para su gloria personal la audacia y astucia con que había sabido diri-
gir sus campañas. Su éxito fue muy superior al de las preguntas orales de la mayoría parlamentaria 
que, en muchas ocasiones, se quedan en tímido bochorno del preguntante, tedio generalizado de la 
audiencia y, todo lo más, irritación en algún sector de la oposición.

995  Lo cuenta Fraga Iribarne en su libro El Parlamento Británico, Madrid, 1960, pp. 295. Al 
parecer, la primera pregunta que reflejan las actas fue formulada en 1791 y versaba sobre un escán-
dalo financiero internacional (con desaparición de un cajero incluida) en el que estaba envuelta la 
Compañía de los Mares del Sur.
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A partir de ese momento se van asentando los rasgos de las preguntas parlamen-
tarias que conocemos hoy y que, siguiendo la exposición de Pérez Serrano996, son:

 — Se dirigen al Gobierno (con la excepción —que conocieron nuestros regla-
mentos parlamentarios del pasado— de las dirigidas a una comisión o a la Mesa de 
la Cámara para conocer el estado de tramitación de un asunto997).

 — Deben ser breves en su enunciación.

 — Solo consienten la intervención del parlamentario que pregunta y del ministro 
que responde.

 — Se admite que el Gobierno pueda demorar e, incluso, evitar la respuesta. 

 — Se reserva para su explanación una parte específica de la sesión.

 — Se anticipa su contenido al ministro para orillar los inconvenientes de una 
improvisación aventurada.

Hasta 1866, explica Martínez Elipe998, las preguntas formuladas en la Cámara de 
los Comunes recibían siempre contestación oral; sin embargo, el creciente volumen 
de las mismas y la imposibilidad de los ministros para responder verbalmente a 
todas, determinó la implantación del sistema de preguntas escritas.

El paso final vino a darse con la posibilidad de formular preguntas orales en 
comisión, posibilidad que entre sus ventajas contaba con las de:

 — Multiplicar las instancias en que puede practicarse.

 — Posibilitar la comparecencia de los altos cargos ministeriales que más direc-
tamente son competentes sobre la materia de la pregunta.

 — Repartir las preguntas por su contenido entre las diferentes comisiones, 
descargando al Pleno de aquellas preguntas de menor calado y mayor especificidad.

La configuración de las preguntas parlamentarias ha ido adquiriendo tal impor-
tancia que su regulación jurídica cuenta con rango constitucional. Son numerosos 
los ordenamientos jurídicos que conceden a las preguntas parlamentarias esa impor-
tancia de primer orden. En este sentido, la Constitución francesa de 1958 establece 
en el segundo párrafo de su artículo 48 que: «Una sesión por semana se reservará 
prioritariamente a las preguntas de los miembros del parlamento y a las respuestas 
del Gobierno». En el Reino Unido no se cuenta con una constitución escrita y es 
principalmente la Standing Order núm. 18 la que recoge buena parte de las reglas que 
sirven para la realización semanal del Question Time. Como modalidad específica de 
este debate, desde el Gobierno Mac Millan, en 1961, se regula un turno específico de 
15 minutos semanales reservado a la llamada Prime Minister’s Question Time, tiempo 
que desde 1997 fue duplicado por el Gobierno Blair, quedando fijado los miércoles 

996  PÉREZ SERRANO, N., Tratado de Derecho Político, Madrid, 1984, pp. 813.
997  En este sentido, debemos subrayar que —como se refleja en varios de los artículos, arriba 

transcritos como precedentes normativos históricos— en su origen, el derecho a preguntar abar-
caba también el derecho a interesarse por el estado en que se encontraban los asuntos pendientes 
de la Mesa de la Cámara y de las comisiones, lo que hace pensar que uno de los problemas de los 
diputados del siglo XIX no era otro que el de ocuparse de impulsar sus iniciativas para evitar que 
la inercia desembocara en paralización.

998  MARTÍNEZ ELIPE, L., Tratado de Derecho Parlamentario, Madrid, 2000, vol.1.º, pp. 263 y ss.
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de 15:00 a 15:30 horas999. Las preguntas dirigidas a los miembros del Gobierno deben 
versar sobre su ámbito de competencias, lo cual, en el caso del primer ministro, ha 
dado lugar a la práctica de las supplementaries que siguen a una pregunta de ámbito 
general, y sirven para centrar la intervención en cuestiones más concretas del ámbito 
de competencias del Ejecutivo. Son estas supplementaries o repreguntas las que dan 
una gran viveza al question time, pues son las que desvelan la materia sobre la que se va 
a centrar la cuestión, de tal modo que a la genérica pregunta de qué asuntos públicos 
componen la agenda del primer ministro para hoy, seguirá una breve y laxa respuesta 
de este y, a continuación, una repregunta mucho más concreta que podría llegar a ser 
del estilo de: «Me ha indicado que está previsto un encuentro con líderes sindicales, 
¿piensa su gobierno introducir modificaciones en la regulación de la cotización de los 
trabajadores del sector resinero?»; y, está claro, que una pregunta de esa clase es una 
prueba muy dura. Ahora bien, una pregunta tan concreta sólo estaría justificada si 
existen circunstancias que han puesto ese tema de actualidad; en caso contrario, una 
pregunta excesivamente concreta se desautorizaría a sí misma en la medida en que 
esté justificado el que no se pueda responder sobrevenidamente1000.

También la Constitución portuguesa contempla en su artículo 159 la facultad 
de formular preguntas parlamentarias; por otra parte, respecto a la Unión Europea 
cabe mencionar el artículo 230 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
en el que se establece que la Comisión Europea debe contestar «oralmente o por 
escrito a todas las preguntas que le sean formuladas por el Parlamento Europeo o 
por sus miembros».

En España, la regulación jurídica de las preguntas cuenta con rango constitucio-
nal. Dentro del título V «De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales», 
el artículo 111.1 de la Constitución regula conjuntamente las preguntas e interpela-
ciones parlamentarias disponiendo que: «El Gobierno y cada uno de sus miembros 
están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en las Cámaras. 
Para esta clase de debate los reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal». 
El desarrollo normativo inmediato del artículo 111 lo encontramos en los artículos 
185 y siguientes del Reglamento del Congreso.

La primera consecuencia de que el artículo 185 faculte a los diputados para 
formular preguntas al Gobierno y a cada uno de sus miembros, consiste en incor-
porar el derecho a preguntar entre las facultades que integran el estatuto jurídico 
de los parlamentarios que protege el artículo 23.2 de la Constitución1001. Ello es así 

999  La antigüedad de la regulación jurídica de las preguntas en el derecho británico y su 
conexión directa con la actividad esencial y cotidiana de su Parlamento son señas que identifican 
a las preguntas parlamentarias como figura integrada en la Constitución británica, si bien con el 
relevante detalle de que, según las clásicas palabras de Dicey, esa Constitución «no tiene fecha de 
nacimiento, su autor es desconocido y no puede señalarse un documento que reúna sus cláusu-
las[...]» DICEY, W., Introduction to the Law of the Constitution, 1931.

1000  Sobre el alambicado pero muy interesante asunto del sistema británico de preguntas 
pueden consultarse SILK, P., How Parliament Works, London, 1990, y GRIFFITH, J.A y RYLE, M., Par-
liament Functions, practice and procedures, London, 1989. Véase también la esclarecedora mono-
grafía de SÁNCHEZ NAVARRO, A., La oposición parlamentaria, Madrid, 1997, pp. 115 y ss.

1001  Como es sabido, el artículo 23.2 de la Constitución consagra el derecho a acceder a las 
funciones y cargos públicos con los requisitos que señalen las leyes, disposición de la que el Tribu-
nal Constitucional en abundante jurisprudencia ha deducido que la función parlamentaria conlle-
va la posibilidad de ejercer todas aquellas facultades «que tienen relación directa con el ejercicio 
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porque, utilizando las palabras del Tribunal Constitucional, «es indudable que la 
función de control político del Gobierno que corresponde a los parlamentarios forma 
parte del núcleo esencial de su condición de representantes y que, por ello mismo, 
las normas parlamentarias que instrumentan y ordenan el ejercicio de esa función 
deben aplicarse por igual a todos los miembros de la Cámara, sin que se obstaculice 
indebidamente su ejercicio. Por tanto, cuando esto se produzca, los parlamentarios 
afectados podrían interponer recurso de amparo frente a los actos o resoluciones 
que indebidamente les impidan ejercer su mandato de representación, pues, en tales 
casos, la quiebra de la legalidad parlamentaria conlleva una consecuente vulneración 
del derecho fundamental que reconoce el artículo 23.2 de la Constitución en los 
términos que ya quedan expuestos» (Auto del Tribunal Constitucional 215/2000, de 21 
de septiembre), en la misma dirección se han pronunciado las SSTC 225/1992, de 14 
de diciembre, F.J. 2.°, 107/2001 de 23 de abril, F.J. 4.°, 33/2010, F.J.4º o 68/2020, F.J. 2º).

Dicho con otras palabras, el diputado afectado puede recurrir en amparo ante 
el Tribunal Constitucional frente a aquellas resoluciones (que principalmente pro-
vendrán de la Mesa de la Cámara) que dificulten o impidan el normal ejercicio de 
las funciones parlamentarias, entre las que figura la función de control y el derecho 
a preguntar como uno de sus instrumentos ordinarios. En este último sentido, es 
ilustrativa la sentencia del Tribunal Constitucional 107/2001, de 23 de abril (referida 
a un acuerdo de inadmisión adoptado por la Mesa de la Asamblea Regional de 
Murcia) de cuyo FJ 4 se desprende que no cabe duda de que la facultad de formular 
preguntas pertenece al núcleo de la función representativa parlamentaria, pues la 
participación en la función de controlar la acción del Gobierno y el desempeño de 
los derechos y facultades que la acompañan (en lo que aquí interesa del derecho 
a preguntar) constituye una manifestación constitucionalmente relevante del ius 
in officium del representante parlamentario. Así, la inadmisión de las preguntas 
parlamentarias supone una limitación de los derechos y facultades que integran el 
estatuto constitucionalmente relevante de los representantes políticos cuya primera 
exigencia constitucional es la de que tal limitación aparezca suficientemente motiva-

de las potestades legislativas y de control de la acción del Gobierno». En la línea que aquí interesa 
conviene recordar que el Tribunal Constitucional ha señalado que: «Conforme a nuestra doctrina, 
el derecho fundamental contenido en el art. 23.2 CE es un derecho de configuración legal, en el sen-
tido de que compete a los reglamentos parlamentarios fijar y ordenar los derechos y atribuciones 
que a los representantes políticos corresponden. Una vez creados, quedan integrados en el status 
propio del cargo, con la consecuencia de que podrán sus titulares, al amparo del art. 23.2 CE, re-
clamar su protección cuando los consideren ilegítimamente constreñidos o ignorados por actos del 
poder público, incluidos los provenientes del propio órgano en el que se integren (por todas, SSTC 
208/2003, FJ 4 y 141/2007, FJ 3). En definitiva, para apreciar que existe vulneración de los derechos 
fundamentales de los parlamentarios contenidos en el art. 23.2 CE, en el sentido al que se refiere 
la presente demanda de amparo, es necesario que se haya producido una restricción ilegítima de 
los derechos que les reconocen las normas internas de la Cámara. No obstante, tampoco cual-
quier acto que infrinja el estatuto del parlamentario en la Cámara lesiona el derecho fundamental 
pues, a estos efectos, sólo poseen relevancia constitucional los derechos o facultades atribuidos 
al representante que pertenezcan al núcleo de su función representativa parlamentaria, como es, 
indudablemente, el ejercicio de la función legislativa o de control de la acción del Gobierno, siendo 
vulnerado el art. 23.2 CE si los propios órganos de las asambleas impiden o coartan ilegítimamen-
te su práctica o adoptan decisiones jurídicamente reprobables que contraríen la naturaleza de la 
representación o la igualdad de los representantes (SSTC 38/1999, 107/2001 y 203/2001)». Sobre el 
estatuto jurídico del diputado y los derechos que encierra nos remitimos al comentario correspon-
diente al artículo 6 del Reglamento del Congreso de los Diputados.
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da en el acuerdo que, a tal efecto, adopte la Mesa de la Cámara (SSTC 33 y 44/2010 y 
27/2011, relativas a una inadmisión acordada por la Mesa de las Cortes Valencianas).

Sin embargo, pese a la protección que supone formar parte del estatuto jurídico 
del diputado, las preguntas parlamentarias tienen algunas limitaciones entre las que 
cabe destacar dos:

 — La pregunta debe versar sobre materias que formen parte de las competencias 
del Gobierno.

 — El derecho a preguntar no conlleva el derecho a obtener una respuesta con-
creta o satisfactoria.

Veamos por separado cada uno de dichos límites:

Por un lado, la necesidad de que la pregunta debe versar sobre materias que 
formen parte de las competencias del Gobierno es un requisito que ha exigido la Mesa 
del Congreso en varias ocasiones. El Tribunal Constitucional en su Auto 125/2005, de 
4 de abril, puso de relieve que está implícito en el régimen jurídico de las preguntas 
parlamentarias el que estas deberán versar sobre cuestiones relacionadas con las 
competencias del Gobierno, sin que sean admisibles preguntas (como la que la Mesa 
inadmitió en aquella ocasión) que se refieran a actividades de los ministros que no 
estén vinculadas a sus funciones públicas. Se trata de una jurisprudencia continuada 
en la STC 68/2020, de 29 de junio, que desestima un recurso de amparo frente a la 
inadmisión de una pregunta oral que tenía por objeto la financiación del partido 
al que pertenecía el presidente de la Región de Murcia. El Tribunal Constitucional 
entiende que como dicha pregunta no versaba sobre asuntos relacionados con la 
acción del Gobierno, de acuerdo al reglamento de la cámara, correspondía denegarla.

Por otra parte, hemos señalado que —con arreglo a la jurisprudencia constitu-
cional— el derecho a preguntar lleva implícito el derecho a ser respondido, pero no 
conlleva un derecho correlativo a recibir una respuesta concreta o que el diputado 
preguntante estime satisfactoria. En muchas ocasiones ocurrirá que el autor de la 
pregunta no se sentirá suficientemente satisfecho con la respuesta obtenida, pero 
no parece que, por su contenido, la respuesta dé al preguntante opción alguna de 
carácter impugnatorio. No podemos decir que esta conclusión sea la más justa, pero 
sí que es la más útil porque, de algún modo, «incluso el silencio es una respuesta» 
como con ironía argumentaría el Speaker de la Cámara de los Comunes, y porque el 
juicio sobre la suficiencia de la respuesta siempre será opinable. Esta parece ser la 
interpretación aplicable en nuestro derecho pues, conforme a la doctrina del Tribunal 
Constitucional en su Sentencia 220/1991, «la denegación o incompleta satisfacción 
de una pregunta o petición de información formuladas por parlamentarios no su-
pone, por sí misma, la vulneración del derecho fundamental al ejercicio del cargo 
garantizado por el artículo 23 de la Constitución, que no comprende el derecho a 
una respuesta con un concreto contenido». En esto difícilmente cabrá compensación 
al diputado preguntante dado que, como señala Fernández-Fontecha Torres1002, a 
diferencia de lo que ocurre con una interpelación, la pregunta parlamentaria no 
comporta la posibilidad de presentar una moción cuando el diputado no quede 
conforme con la respuesta obtenida.

1002  FERNÁNDEZ-FONTECHA TORRES, M., Teoría y Jurisprudencia Parlamentaria, Madrid, Cortes 
Generales, 2013, p. 150.


